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El presente trabajo tiene por objeto hacer un análisis desde lo psicológico y jurídico de las adopciones tardías.  Para ello tendremos en cuenta los aportes de los psicólogos especializados en adopción y revisaremoslos artículos de la ley 26.061 que resulten pertinentes a la temática abordada, el Protocolo de Actuación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial y nuestras propias prácticas. Entendemos por estas últimas la tarea que todos los efectores y operadores (municipios, centros de salud, escuelas, etc) debemos realizar de manera responsable para lograr abordar en tiempo oportuno la situación de un niño cuyos derechos se encuentran vulnerados, a fin de darle la respuesta que necesita en un tiempo acotado y prudencial. 

Lo que entre todos debemos definir es si esa tarea va a estar dirigida a trabajar con su familia biológica con el objeto de determinar si está en condiciones de brindarle el ámbito de vida que el chico necesita otorgándole en caso afirmativo el reintegro del mismo o bien declarar el estado de adoptabilidad y buscar a través de la figura de la adopción una familia que pueda ofrecerle seguridad, estabilidad emocional, afecto, contención para un adecuado desarrollo integral.

Ahora bien, ¿cuánto tiempo debe pasar para que el niño en cuestión reciba esa respuesta?¿Cómo saber e identificar el momento en que esa respuesta es oportuna para ese niño, para ese caso concreto? ¿Es esto en todo caso aplicar efectivamente el tan mentado principio “interés superior del niño”? frase repetida tantas veces sin comprender su cabal sentido.

En este contexto se va a intentar dar respuesta a los interrogantes que motivaron este trabajo.

Se partirá de la idea de que, cuando la situación de vulnerabilidad de un niño llega a conocimiento de un efector público, el tiempo comienza a correr para todos, fundamentalmente para el niño.
En este sentido y tal como están dadas las condiciones legales actuales, el trabajo comienza con la intervención del OAL, quien toma conocimiento de la situación por intermedio de otro efector (por ejemplo: escuela, centro de salud, etc., caso en el cual el tiempo del niño ha comenzado a transcurrir); en otros casos es la familia (tíos, abuelos, primos) o comunidad (vecinos, amigos) quien denuncia hechos de vulneración de derechos. Cabe destacar que no está previsto por la leyel plazo que tiene el OAL para efectuar el abordaje y tomar una decisión definitiva. 

Ahora bien, una vez finalizado el abordaje a criterio de los profesionales que trabajan en dicho Organismo, pueden adoptar dos decisiones: que el niño continúe bajo el cuidado y protección de su familia de origen con apoyo y seguimiento de los efectores pertinentes o; que se adopte una medida de excepción institucionalizando al niño o ubicándolo fuera del ámbito familiar primario.

¿Qué repercusiones psicológicas van generando en el niño nuestras decisiones y abordajes? Los responsables de velar por las necesidades e intereses del niño van realizando acciones que lo ubican en un lugar de no saber y no se escucha qué desea. Los niños perciben que su estabilidad está en riesgo, que su futuro es incierto, es trasladado de un lugar a otro, no logrando entablar vínculos de apego seguros con los adultos porque son éstos mismos quienes vulneran sus derechos o no lo comprenden y solicitan cesar con la guarda, confirmándole al niño que no se puede confiar en los adultos. Caso contrario, el niño va estableciendo vínculos significativos y luego es externado, sufriendo nuevamente la pérdida de amigos, cuidadores, haciendo el duelo por los mismos y acarreando mayores dificultades emocionales. 

Nos preguntamos: ¿qué sucede si en su familia de origen no se vislumbran los cambios necesarios para que pueda ostentar la guarda de ese niño? ¿Cuánto tiempo hay que otorgarle a esa familia para poder dilucidar si está en condiciones efectivas de criar a ese niño sin correr el riesgo de que los cambios efectuados no se sostengan en el tiempo, desfavoreciendo aún más se estado emocional?

Y si se adoptó una medida de excepción y el juez competente declaró legal la medida: ¿son esos 90 días el plazo que tiene el OAL para concluir el abordaje? ¿Cuántas prórrogas son necesarias para tomar una decisión que le brinde al niño una respuesta adecuada y definitiva? Aclaramos en este punto que la ley no delimita el tiempo de la prórroga.

Llegados a este punto ¿cuánto tiempo lleva ese niño en esa situación de vulnerabilidad, con SU RESPUESTA NO DADA A TIEMPO, con sus derechos quebrantados?

El punto en cuestión es que, si luego de tanto tiempo debemos declarar el estado de adoptabilidad de ese niño, nos encontramos tal vez NO con una solución, tal vez NO CON “SU” RESPUESTA OPORTUNA, sino por el contrario nos enfrentamos con otro problema o desafío: un niño “grande” al que hay que buscarle una familia inscripta en el RÚA, que en su mayoría (hay 550 inscriptos) mencionan en su proyectos de vida el deseo de adoptar un niño entre 0 a 3 años.

Es decir que, por el transcurrir del tiempo desde que se tomó conocimiento de la situación del niño y la declaración del estado de adoptabilidad, hemos llegado a la única posibilidad de garantizar los derechos del niño, que es por intermedio de un nuevo problema a resolver: encontrar una pareja o persona inscripta en el RUA que desee/n adoptar niños “grandes” ya que prima en ellos ideas tales como: “los niños mayores vienen condicionados”, “vienen con valores de su familia de origen”, “sienten temor a la herencia biológica”, etc y que esté/n en condiciones de ejercer la paternidad y/o maternidad adoptiva. A su vez, hablamos de un niño de más de tres años, que ha pasado por una institución, hogares de la DINAF o diferentes familias, lo cual ha generado un gran impacto en la psiquis del niño, desencadenado dificultades psicológicas, como por ejemplo sentimientos de inseguridad, baja autoestima, insatisfacción de sus necesidades emocionales, lo que trae aparejado mucho tiempo de trabajo terapéutico para revertir los daños psíquicos sufridos.

Las propuestas para solucionar esta problemática serán el objeto del trabajo.
Uno de los desafíos que nos proponemos es determinar cuándo desde el estado le brindamos a un niño, niña o adolescente en estado de vulnerabilidad una respuesta oportuna a su situación.

Desde lo jurídico, la sanción de la ley 26061 (año 2005) de Protección Integral de los Derechos de niñas, niños y adolescentes, ha ocasionado un cambio en la forma de abordar la situación de éstos, ya que intentó adaptarse a las disposiciones de la Convención de los Derechos del Niño, la que adquirió rango constitucional con la reforma de 1994 por el art 75 inc 22 y las provincias debieron adecuar el tratamiento de la problemática a la nueva ley nacional. 


Mendoza, en el año 1995, sancionó la ley 6354, que no ha sido reformada después de la ley 26061. Por eso la Suprema Corte de Justicia de la Provincia dicó una serie de Acordadas y redactó junto con el Poder Ejecutivo un Protocolo de Actuación entre ambos poderes. 


Una de las novedades de la ley 26061 es la creación de un Órgano Administrativo Local (OAL) que depende del Poder Ejecutivo Provincial a través del Ministerio de Desarrollo Social, el que está compuesto por profesionales de distintas disciplinas encargados de hacer el abordaje primario de la situación del niño en situación de vulnerabilidad, quedando en poder de éste órgano la decisión de las estrategias a seguir en la situación de los mismos, dando intervención al Juez sólo en algunas situaciones. 


A su vez la ley 26061 dispone una seria de medidas a adoptar respecto de la situación de los chicos: una a las que llamaremos comunes que son aquellas que toma el OAL ante situaciones de vulnerabilidad social, económica, escolar, etc y que tienden a mantener el vínculo del niño con su familia, fortaleciéndola mediante su inclusión en distintos programas o ayudas sociales (art 37). Y otras medidas llamadas excepcionales que son aquellas que el OAL adopta una vez agotadas las anteriores y que implican sacarlo de su ámbito familiar ya sea temporal o definitivamente. 


¿Cuánto tiempo pasó desde que el primer efector tomó conocimiento del problema del niño en cuestión? 


Hecho el abordaje por el OAL (la ley no dispone plazo) y adoptada una medida de excepción, debe presentar en 24 horas al juez de familia un informe detallando las estrategias desplegadas, pruebas de haber agotado las medidas del art 37, fundamento de la adopción de la medida de excepción y solicitar al juez que controle la legalidad de la misma, quien tiene 72 horas para resolver esa legalidad, previo trámite de ley (cita a los progenitores y vista a Asesoría).


Estas medidas de excepción son limitadas en el tiempo, duran mientras dure la causa que le dio origen, el plazo máximo de duración es de 90 días y el actuar de los distintos organismos debe lograr el regreso del niño a su familia. 


Y aquí aparece otro interrogante: ¿cuánto hay que trabajar para dilucidar si ese niño  puede o no ser reintegrado a su familia? ¿hasta cuándo trabajar con ella? Esto nos lo preguntamos porque hemos visto que pasado un tiempo prolongado e insistiendo con las familias de origen, dándoles apoyo social, económico, inclusión en distintos programas, a la larga el chico sigue en situación de vulnerabilidad. Y el tiempo sigue pasando……….


Se suma a esto que cuando la ley habla de familia lo hace indistintamente: familia de origen, núcleo familiar, grupo familiar y/o de origen, medio familiar comunitario, familia ampliada. En definitiva cualquier persona con la que el niño, niña o adolescente tenga un vínculo afectivo. 


¿Significa que a todos hay que darles posibilidad para ver con quien puede quedarse ese niño antes de decidir qué hacer con él? Debemos entender que puede permanecer con un vecino, con un miembro de la Unión Vecinal del Barrio, con el papá de algún compañerito, etc….antes de adoptar otro tipo de decisión? Y si es así ¿cuánto tiempo más sigue pasando? 

Ratifica esto lo dicho antes: el chico va cambiando de lugar en lugar, sintiendo tal vez más inestabilidad. Esto contradice el propio objeto de la ley que es evitar la vulnerabilidad de los derechos del niño. Así parece.


Habíamos mencionado que las medidas de excepción tienen como plazo máximo de duración 90 días y que en caso de necesitar una prórroga deberá fijarse un nuevo plazo de duración mediante acto fundado. En este aspecto es necesario mencionar que la ley 26061 no aclara cuántas prórrogas más pueden solicitarse ni si éstas son por otro plazo igual.  

 Aquí es importante incorporar el art 11 de la ley 26061 que ordena “… si fuera institucionalizado (medida de excepción) se le debe garantizar el contacto directo y permanente con ellos…(refiriéndose a su familia) Sólo en los casos en que ello sea imposible y en forma excepcional tendrán derecho a vivir, ser criados y desarrollarse en un grupo familiar alternativo “O” a tener una familia adoptiva, de conformidad con la ley”

¿Es entonces la familia adoptiva el ÚLTIMO recurso? Pareciera que agotadas las medidas comunes, adoptada una medida de excepción, vencidos los plazos que se estimen necesarios para que el niño permanezca o en su caso vuelva a su familia de origen buscado un grupo familiar alternativo y si nada funciona ENTONCES RECIEN ALLI EL NIÑO TIENE DERECHO A VIVIR, SER CRIADO Y DESARROLLARSE EN UNA FAMILIA ADOPTIVA??? 


Y si la decisión es ésta última, sabemos que el tema recién comienza: porque tomada la decisión el juez competente debe declarar el estado de adoptabilidad del niño, notificar la resolución a los progenitores (quienes en muchas situaciones apelan la resolución) y en este caso el juez debe decidir si de igual modo comienza a vincular al niño con familia del RUA para brindarle un ámbito familiar de contención o espera la resolución de Cámara.  


Supongamos que en uno o en otro caso se dispone que el niño, niña o adolescente se vincule con familia del RUA, sucede que todo el tiempo que ha transcurrido nos enfrenta a un niño ya “grande”, al que hay que buscarle una familia que tenga en su proyecto de vida un niño de estas características (recordemos que de las familias inscriptas, la mayoría desea niños de 0 a 3 años), que además, dentro de las pocas que quedan, hay que buscar cuál es la que reúne el perfil adecuado para la historia de vida de este niño en particular, lo cual hace que las posibilidades de brindarle la familia que necesita se vaya reduciendo.  Y todo por el paso del tiempo….


Es por eso que vemos a las adopciones tardías como un gran desafío.

 

¿Qué ocurre en la psiquis del niño mientras se está trabajando en su situación?

Un niño con los derechos vulnerados está en una situación entrampada. Por un lado, está el amor incondicional a sus padres, más allá de que sean negligentes y/o lo maltraten y por otro lado, el deseo de ser amado, contenido, cuidado y  protegido. 

Cuando un niño es entrevistado en varias oportunidades por distintos profesionales, se da cuenta de que algo está ocurriendo y está en riesgo la continuidad de la vida familiar tal como la conoció hasta ahora. En el trabajo en los juzgados de familia hemos escuchado que los niños refieren tanto ante el Tribunal como en el CAI sentimientos ambivalentes, conflictos de lealtad si manifiestan el deseo de vivir con otro familiar o con alguno de sus padres, a veces mienten u ocultan información a fin de no separarse de su familia,…Hablamos sobre la situación del niño y sobre qué creemos que es mejor para él y en las prácticas es frecuente olvidar que el niño tiene voz y puede manifestar sus deseos y necesidades. Tiene conciencia de lo que está ocurriendo y esto se observa en los cambios en su desarrollo como  disminución del rendimiento escolar, problemas de conducta, fugas del hogar, aislamiento… 

Cuando se adopta la medida de excepción y se lo institucionaliza al niño, estos síntomas suelen profundizarse, ya que su futuro es muy incierto, no sabe si volverá a vivir con su familia, si estará en forma transitoria con una familia cuidadora, si crecerá en un hogar con otros niños. Muchas veces los cuidadores y el Estado no pueden darle una respuesta a sus dudas e incertidumbres. Durante la medida de excepción tiene visita de sus progenitores, hermanos y familiares. Es común escuchar de los niños y leer en los informes  de los organismos intervinientes que los padres en sus visitas le dicen al niño que lo van a llevar a la casa en poco tiempo, que tiene que esperar, entonces le generan ilusiones y confusión porque no se sabe todavía como seguirá la situación judicial del niño. Se garantiza el derecho a las visitas pero no siempre son supervisadas y el discurso de los padres reubica al hijo en una situación de vulnerabilidad emocional y psicológica. A esto se suma que algunos niños pasan de un hogar a otro porque no se integran, por la edad, por dificultades con otros niños; o pasa de una familia cuidadora a otra porque no están preparadas para el cuidado de un niño con tales características o para darle la contención que necesita; o se vincula con una familia de aspirantes a adopción pero no está declarado el estado de adoptabilidad o está apelado….En síntesis, ocurren grandes cambios en la vida del niño y muchas veces sin tiempo a adaptarse a los mismos, ya que suceden en forma continua, es decir que el cambio se convierte en su nueva realidad. Se espera que haga vínculos en los lugares donde reside, pero al tiempo se lo traslada y pierde esas amistades y  figuras de apego si logró tenerlas. Cuando son hermanos se intenta de que residan en el mismo lugar, pero no siempre es posible.

Los niños institucionalizados pueden presentar a nivel afectivo sentimientos de abandono y soledad, también de culpa (creer que ellos hicieron algo que determinaron su internación) y dificultad en la expresión y control  de las emociones que experimentan. Muchos chicos presentan síntomas de ansiedad y depresión. Para procesar lo que están viviendo, algunos realizan tratamiento psicológico y/o psiquiátrico, otros no. A nivel conductual puede observarse apatía, desmotivación, desesperanza (los niños dejan de tener esperanza en que pueden controlar algo de lo que sucede, entonces no luchan y toleran todo lo que va ocurriendo, no por la adaptación a la nueva realidad sino por resignación). A esto se suma la falta de experiencias positivas que les permitan esperar y postergar una necesidad sentida, por lo que vislumbran baja tolerancia a la frustración. A nivel interpersonal, pueden tener dificultades en el establecimiento de vínculos con adultos y pares, no respeto de reglas, pobreza en el autocontrol conductual y falta de asertividad en el modo de resolución de problemas. 
Por lo expuesto hasta este momento, puede observarse que los niños que se encontrarían en condiciones de vincularse con personas que desean adoptar, al haber estado en hogares o familia cuidadora, en su mayoría tienen más de tres años, con carencias afectivas, negligencia parental, derechos vulnerados, con necesidad de una familia que los contenga y los quiera... Esta situación a la que se llega se convierte en un desafío para el EIA, ya que el proyecto de familia de los aspirantes a adopción no se condice con los niños que estaría en condiciones de adoptabilidad. 
La gran mayoría de las personas que se inscriben en el RUA tienen en su proyecto de hijo un bebé. Algunos de los pensamientos que subyacen al deseo de adoptar un bebé son: “es más manejable”, “es más fácil comenzar juntos desde el principio”, “tienen menos historia de vida, por lo tanto menos recuerdos”. Cuando la adopción es tardía, las ideas que predominan se refieren a que los niños mayores tienen con malos hábitos adquiridos, con valores de la familia de origen y/o de los hogares en los cuales ha vivido y existe un temor a la herencia biológica, antecedentes de enfermedades psiquiátricas de los padres, historia familiar de promiscuidad y abuso, maltrato sufrido por el niño y las consecuencias de dichas experiencias.
Estos pensamientos que presentan muchas parejas que desean adoptar se sostienen junto con las del imaginario social, donde se pone énfasis en la impronta biológica como determinante del futuro de una persona, quitándole valor a la influencia del medio en la conformación de la personalidad, modo de enfrentar la realidad y los problemas, la forma de entablar vínculos, comportamiento en los distintos ámbitos, etc. Un niño que haya sufrido experiencias traumáticas en su vida, no implica que no pueda tener un crecimiento postraumático y sanar las heridas emocionales, requiere, además de psicoterapia sostenida en el tiempo, del apoyo y contención de adultos con los cuales haya formado o pueda formar un vínculo de apego seguro y estable, siendo la familia adoptiva posibilitadora del desarrollo integral del niño en forma saludable. 

Para las adopciones tardías, es necesario que la pareja, además del duelo por el hijo biológico que no pudo concretarse y construir el deseo de un hijo adoptivo, hagan un pasaje de la elección de adoptar un bebé al deseo de adoptar un niño “mayor”. Es común observar en los legajos de aspirantes a adopción que dicho pasaje está influenciado en gran medida por el paso del tiempo desde que se inscribieron hasta que son llamados para las entrevistas psicosociales de la etapa evaluativa y la etapa del ciclo vital en que los encuentra. Cuando las parejas logran este pasaje, se escuchan ideas tales como: “es mejor porque ya entiende, ya no es complicado hablarle de su adopción”, “se pueden compartir más cosas”, “ya no estoy para cambiar pañales”, “tiene lenguaje, es más fácil comunicarnos”.
Que proponemos en lo que es solo aporte de ideas para intentar mejorar esta situación:
1- que el primer efector (centro de salud, escuela, hospital, etc) que tome conocimiento de una situación de vulnerabilidad de un niñ@ se ponga de inmediato en contacto en forma directa con personal del OAL del domicilio del niño (ambas personas individualizadas con nombre y apellido a fin de asumir en forma directa la responsabilidad que les cabe), para que en forma conjunta y expedita aborden la situación en un plazo no mayor a un mes y arriben a un diagnóstico familiar (respecto a los factores protectores y de riesgo), para poder así definir la estrategia a seguir respecto de la situación en la que el niño se encuentra. 

2- si la decisión es que el niño continúe con su familia de origen, otorgándole a la misma distintos tipos de ayuda social, seguimiento, inclusión en programas de apoyo, etc, que dicha situación se analice durante un plazo de seis meses a fin de visualizar cambios favorables, profundos y reales en la familia que garanticen que el niño puede permanecer en ella. Si esos cambios no son significativos para ese fin en el plazo indicado, entonces adoptar una medida de excepción con el objeto de no malgastar recursos del Estado innecesariamente y evitar que el niño continúe con sus derechos vulnerados.

3- si finalmente el OAL adopta una medida de excepción y el juez resuelve la legalidad de la misma, entonces definir la situación del niño dentro del plazo de los 90 días previstos por la ley, debiendo articularse audiencias interdisciplinarias entre los profesionales que abordan la situación del niño y el juez en forma personal para llegar a la decisión definitiva. En caso de requerirse una prórroga se propone que la misma lo sea solo por 30 días más y por única vez a fin de no dilatar los plazos, situación para la cual deberá proponerse una reforma a la ley 26061, lo cual excede el presente trabajo.
4- En cuanto a los niños que se encuentran albergados en hogares de la DINAF o bajo el cuidado de personas que no conforman su núcleo familiar, brindarle un acompañamiento psicológico individual y/o grupal estable.
5- Aumentar la cantidad de profesionales en el EIA para poder hacer un seguimiento y acompañamiento más cercano y durante el tiempo que necesite la familia con adopción tardía, atento las dificultades que pueden surgir en el proceso de adaptación entre ambas partes, para disminuir las probabilidades de  que se interrumpa  el proceso adoptivo ya que el resultado de esta acción es perjudicial para el niño principalmente por su historia en su corta vida. 

6- Sería positivo que se confeccione en el RUA una lista de los niños que se encuentran en estado de adoptabilidad, sin nombre, pero con las edades, si tienen hermanos o no por ejemplo, para que el proyecto de hijo de personas que desean adoptar tenga sustento en las posibilidades reales y no ideales y tengan mayor nivel de conciencia sobre el tiempo de espera en función de las características de su proyecto de familia.
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